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La necesidad de incorporar los principios rectores del   ordenamiento territorial en la futura Reforma Constitucional Santafesina.

1. Introducción

La ponencia que presentamos, es un eslabón más dentro de la marcha del proyecto de investigación titulado  “Reformulación de los Códigos Urbanos y Reglamentos de Edificación para una mejor gestión y planificación estratégica local y regional”, realizado dentro marco del Programa de Proyectos de investigación de la Secretaría de Ciencia y Tecnología, de la Universidad Nacional de Rosario, año 2004.

Este proyecto se desarrolla bajo la dirección del Dr. Homero Rondina, y cuenta con la participación de las Dras. Analía Antik, Adriana Taller y las Arqs. Silvia Andreu y Cecilia Martínez y nóveles profesionales y estudiantes del Centro de Investigaciones de Derecho Administrativo (C.I.De.A.) de la Facultad de Derecho de la Universidad Nacional de Rosario. 
La Constitución de la Provincia de Santa Fe, no regula de manera específica los principios rectores del ordenamiento territorial. En su texto se hace alusión genérica al suelo en los artículos  25
 y 28
, sin evidenciar un tratamiento que ponga de manifiesto las máximas fundamentales que todo operador del derecho debe observar, en un Estado social y democrático,  para cumplir con el mandato constitucional de la función social de la propiedad.

Partiendo de esta hipótesis, resulta insoslayable que la reforma constitucional santafesina, aborde la necesidad de complementar los presupuestos mínimos regulados en el artículo 41
 de la Constitución Nacional, sin que ello altere la competencia de los gobiernos municipales en materia de planificación urbana, para conformar un régimen del  uso del suelo que resuelva las tensiones que el ordenamiento urbanístico genera, al regular el derecho de propiedad inmobiliaria.

2. Régimen del suelo y Ordenamiento Territorial.

2.1. Por Régimen del Suelo ha de  entenderse el conjunto de derechos y deberes  que configuran los procesos de urbanización y edificación sobre las propiedades inmobiliarias,
 sean estas urbanas o rurales.

Las provincias tienen la competencia constitucional para dictar, dentro de su territorios, las leyes reguladoras del espacio físico y del uso del suelo, fijando pautas ordenadoras y restrictivas al derecho de propiedad.

Las leyes del suelo dividen el territorio provincial clasificando aquél, conforme funciones específicas asignadas al mismo (rural, urbano, etc.), pudiendo al mismo tiempo determinar los espacios que integran las áreas de la ciudad en parcelarios, circulatorios, edificatorios, verdes o públicos; incluso imponer diferentes  regímenes para el uso del suelo,  en el sentido de: *configurarlo o no como un derecho de los propietarios, *negar o reconocer al propietario una mayor o menor edificabilidad sobre sus terrenos o  *en función de los criterios más o menos generosos con que se justiprecian las propiedades, cuando deban ser expropiadas para la realización de las obras y  necesidades de los procesos de urbanización en marcha.

Así, se puede diferenciar un  suelo urbano en el que es posible la edificación de los inmuebles por sus propietarios, con sujeción a lo dispuesto por las ordenanzas municipales;  un suelo de ensanche, reservado a la Administración para las operaciones de ampliación de la ciudad y sobre el que se prohíbe la edificación y, un suelo no urbanizable, sobre el que los propietarios no pueden edificar por estar protegidos de una manera especial por la ley, ya sea por su valor agrícola, forestal o ganadero, o por su valor paisajístico, histórico, cultural o por protección de la fauna, de la flora o el equilibrio ecológico o bien porque no son aptos para la vida humana por la conformación física propia del suelo, etc.  

El suelo urbano, está constituido entonces,  por los terrenos a los que el planeamiento general incluya en esta clase, por contar con infraestructura suficiente: accesibilidad vehicular, suministro de servicios básicos (agua, energía eléctrica, transporte, educación, etc.). 
En este sentido, el Reglamento tipo de loteo y urbanizaciones para comunas y municipios de la Provincia de Santa Fe, inserto en el Decreto Provincial Nº 7317/1967, define al (área urbanizada(, a  la compuesta por las manzanas  sobre las que se están prestando los siguientes servicios mínimos: abovedamiento de  calles, alumbrado público y red de baja tensión domiciliaria, alcantarillado, recolección  de residuos y arbolado y/o que tengan un 50%  de sus parcelas con edificación, a los efectos de considerar los suelos en ella existentes, como urbanos.

De lo hasta aquí dicho, podemos inferir que, todo proceso de urbanización y edificación es consecuencia de un ordenamiento territorial, surgido como consecuencia del dictado de leyes de protección y fomento de riquezas naturales, donde se encuentra incluida como tal, el suelo.


2.2. El ordenamiento territorial es la proyección en el espacio de la política global de la autoridad pública, en función de los presupuestos constitucionales, socioeconómicos y culturales imperantes, que da como resultado la regulación del suelo, al establecer el destino, uso, tráfico, transformación y aprovechamiento de aquél.

En términos de la Carta Europea de la ordenación territorial, “es la expresión espacial de la política económica, social, cultural y económica de toda sociedad” (artículo 8) y “es a la vez una disciplina científica, una técnica administrativa y una política  concebida como un enfoque interdisciplinario y global cuyo objetivo es una desarrollo equilibrado de las regiones y la organización física del espacio según un concepto rector” (artículo 9).

Conforme a lo dicho, podemos entender  al ordenamiento territorial como un  proceso planificado donde la autoridad pública, conocedora de la realidad del lugar, busca implementar los escenarios locales ideales a las aspiraciones que conforman su plan o esquema de  desarrollo de manera  interdisciplinaria, pues  en materia de  satisfacción de los intereses  humanos ingresan aspectos económicos, políticos, sociales, culturales, educativos, ecológicos, empresariales y otros, que  exigen que la regulación del territorio sea abordada desde el punto de vista de varias disciplinas que aporten los elementos técnicos necesarios para el logro del desarrollo armonioso y equitativo de la región, departamento, municipio o comuna.
 
Pero así como el ordenamiento territorial debe ser abordado desde distintos campos del saber, también es necesario que la autoridad pública en su accionar  concilie las iniciativas públicas gestoras del bien común con las privadas, imprimiéndole de esta manera el carácter de democrática a la regulación, para que la  participación no excluya ningún elemento de interés y que el particular se vea involucrado de alguna forma en el accionar del crecimiento ordenado,  en el buen uso del territorio y su ocupación, porque en definitiva  el ordenamiento territorial es clave en el desarrollo de una sociedad, al ser el territorio el espacio donde se gesta el desarrollo como efecto de crecimiento ordenado y sustentable.

Por ello, todo ordenamiento territorial, para cumplir con su propósito, debe observar la finalidad que surge de las normas que otorgan a la autoridad pública, provincial o municipal, las facultades pertinentes dirigidas al logro de objetivos predeterminados para satisfacción  tanto del  sector público, como del sector  privado.

La atribución de potestades que el ordenamiento jurídico contiene a favor de los órganos del Estado, es formulada en razón de un fin: el bien común, considerado no como la suma de intereses individuales, sino como un conjunto de condiciones de la vida social que hacen posible a los gobernados el logro más pleno de la satisfacción de sus necesidades.

En síntesis, el ordenamiento territorial permite conocer las características del territorio valorando los recursos naturales con el fin de orientar sus posibles usos, estableciendo áreas de oferta y prioridades, de modo que el uso del territorio sea el más adecuado a sus características, permitiendo la conservación de los recursos y una mejor calidad de vida para la población en forma sostenible. Sus objetivos son: la mejora de la calidad de vida, la utilización racional del territorio, el desarrollo socioeconómico equilibrado de las regiones, la gestión responsable para lograr una distribución equitativa de cargas y beneficios derivados del ordenamiento territorial.

2.3. Objetivos del ordenamiento territorial


2.3.1. Mejorar  la calidad de vida de la población: El modelo de desarrollo económico adoptado por la autoridad pública, condiciona o determina el modelo territorial a seguir; de allí que el ordenamiento territorial incide en todas las actividades humanas (trabajo, educación, recreación, etc.) y optimiza el ámbito de vida cotidiana, la vivienda y su entorno. 

Este concepto, calidad de vida, alude al bienestar en todas las  facetas del hombre, atendiendo desde la concernientes a la creación de  condiciones para satisfacer sus necesidades básicas (alimentación, vivienda, educación), como también las  psicológicas (seguridad y afecto), las sociales (trabajo, derechos y responsabilidades) y las ecológicas (calidad del suelo, del aire, del agua, mejoramiento del hábitat urbano y rural y de las condiciones ambientales en general).
 
Por ello, el ordenamiento territorial se constituye en un eficaz instrumento para mejorar la calidad de vida de las personas, al permitir una más adecuada distribución de los usos del espacio; al asegurar a todas las personas “el derecho a un ambiente sano, equilibrado, apto para el desarrollo humano y para que las actividades productivas satisfagan las necesidades presentes sin comprometer las generaciones futuras”, “libre de contaminación” y sobre todo cuando se le impone a “las autoridades a proveer a la protección de este derecho”. 

2.3.2. Utilizar de manera racional  los recursos naturales: El ordenamiento territorial al regular el destino y uso del suelo,
 lo debe hacer respetando las capacidades físicas de aquél y cumpliendo con el mandato constitucional que impone a “las autoridades a proveer a la utilización racional de los recursos naturales”.

Una gestión responsable del suelo, impone establecer un régimen de uso sobre aquél, que permita reducir al máximo los conflictos que surgen entre las crecientes necesidades de sus propietarios o titulares  y la exigencia de su conservación, sin descuidar la atención que merecen las bellezas naturales y patrimonio cultural y arquitectónico. 

2.3.3. Tender al desarrollo socio económico equilibrado de los departamentos, municipios y comunas: Al  ordenar el territorio se procura controlar un crecimiento justo de las regiones, evitando que el activo desarrollo de algunas, haga un uso desmedido o indebido del suelo y estimulando a otras  más retraídas o en decadencia, a impulsar su progreso.

Al regular el uso del suelo, a través del ordenamiento territorial, se debe tener en cuenta los procesos económicos que afectan a los departamentos que integran la Provincia, las particularidades regionales y la importancia del papel de los ejes de desarrollo y de las redes de comunicación.

Una correcta política de suelo, es la que permite controlar la implantación, organización y desarrollo de los complejos urbanos e industriales y de las infraestructuras, así como la protección de las zonas agrícolas y forestales.

2.3.4. Lograr una distribución equitativa de cargas y beneficios: Como corolario del artículo 16 de la Constitución Nacional, este principio rector, es el que mayores dificultades presenta para su cumplimiento.

El ordenamiento territorial propende al logro de  un   desarrollo metódico y solidario de la ciudad, preservando el justo equilibrio entre las cargas y beneficios, como consecuencia del principio constitucional de la igualdad y sobre la base que toda planificación urbana redistribuye riqueza.


El Estado, al regular el uso del suelo, debe contemplar que dicha ordenación no confiera a los propietarios
 de los terrenos, más derechos que los derivados del propio uso de aquél  y  que  los  beneficios derivados de las actuaciones urbanísticas, no se generen única y exclusivamente para los propietarios de los terrenos; debe  repartir los beneficios entre los propietarios y la comunidad.

Este deber del Estado de repartir los beneficios generados como consecuencia de decisiones administrativas, que implican un esfuerzo de la comunidad y que incrementan el patrimonio de los propietarios del suelo que no añaden esfuerzo alguno, encuentra su fundamento en el  "enriquecimiento sin causa" (principio general del derecho que consiste en que existe enriquecimiento ilegítimo cuando un patrimonio recibe aumentos a expensas de otro, sin una causa que lo justifique) en detrimento del patrimonio del Estado (es decir, de la comunidad) y que debe ser recuperado en pro de la equidad y la justicia social.

Cabe entonces preguntarse, si puede nacer en favor de la comunidad  santafesina, un derecho a participar en las plusvalías (incrementos del valor de los terrenos) resultantes de decisiones  administrativas, que adoptadas  como consecuencia del ordenamiento territorial que  regula el uso del suelo posibilitan -al clasificar el  suelo de manera  concreta para que la ciudad se desarrolle  en función del interés general-, que el propietario de los mismos, sin haber hecho nada para merecerlo, reciba una ganancia derivada de la esa regulación legal.
 

Resulta posible entonces, por  aplicación conjunta de los derechos de igualdad y de equitativo reparto de las cargas y beneficios, esa captación de ganancia  en beneficio de la comunidad, máxime cuando el ordenamiento urbano es en concreto una regulación del derecho de propiedad inmobiliaria.

3. Régimen jurídico vigente en la Provincia de Santa Fe.

La Provincia tiene la competencia constitucional,
 para establecer por vía legislativa dentro de su territorio, las normas que hacen al ordenamiento del espacio físico y al uso del suelo, fijando a su vez, pautas reglamentarias a los municipios, con relación a las restricciones administrativas a la propiedad privada.

Las leyes de suelo dividen el territorio provincial en áreas: urbanas, suburbanas y rurales, asignándoles a cada una funciones específicas. A tal efecto la Provincia de Santa Fe, dictó oportunamente el Decreto Nº 7317 del año 1967, sobre normas mínimas para el desarrollo urbano, de aplicación también en aquellos municipios carentes de legislación al respecto.

Esta norma de regulación del uso del suelo en la Provincia, carece de  principios rectores que promuevan el desarrollo equilibrado y armónico de las distintas realidades  regionales.

Con la sanción de la  Ley de Medio Ambiente y Desarrollo Sustentable, Ley Nº 11.717,
 se produce un importante avance en la materia, al disponerse  que la preservación, conservación, mejoramiento y recuperación del medio ambiente comprende, en carácter no taxativo, el ordenamiento territorial y la planificación de los procesos de urbanización e industrialización, desconcentración económica y poblamiento, en función del desarrollo sustentable del ambiente y la utilización racional del suelo, subsuelo, agua, atmósfera, fauna, paisaje, gea, fuentes energéticas y demás recursos naturales, en función del desarrollo sustentable (artículo 2, incisos a y b).
Resta, entonces, incorporar en el texto constitucional los principios rectores que deben guiar el accionar de las autoridades provinciales, municipales y comunales en el ordenamiento territorial y en la planificación de los procesos de urbanización.

4.  Derecho Comparado. 

Adhiriendo al paradigma de la función social de la propiedad y de la limitación que este derecho supone conforme las leyes que reglamentan su ejercicio, ordenamientos jurídicos extranjeros dieron marco a los principios rectores que rigen la materia. 

Así, el tema se encuentra tratado expresamente, entre otras, en la Constitución Española de 1978 y en la Colombiana de 1991.

4.1. El caso español: El artículo 47 de la Constitución española reza:


Todos los españoles tienen derecho a disfrutar de una vivienda digna y adecuada. Los poderes públicos promoverán las condiciones necesarias y establecerán las normas pertinentes para hacer efectivo este derecho, regulando la utilización del suelo de acuerdo con el interés general para impedir la especulación. La comunidad participará en las plusvalías que genere la acción urbanística de los entes públicos.

Resulta interesante observar aquí, que el inicio de la norma se equipara a nuestro artículo 14 bis, último párrafo de la Constitución Nacional y a su análogo art. 21 de la Constitución de Santa Fe. Sin embargo, habría que poner énfasis en lo que establece el texto bajo análisis con relación al tema de la regulación de la utilización del suelo de acuerdo con el interés general para impedir la especulación. Creemos que este modelo debería ser incorporado a nuestro texto en la próxima reforma a encararse.

Asimismo, la formula expresada en el texto respecto a que la comunidad participará en las plusvalías que genere la acción urbanística de los entes públicos, también debería ser incorporada como principio jurídico, a fin de cumplir con los objetivos y paradigmas que más arriba hemos analizado.

4.2. Régimen Colombiano: En este caso, es el artículo 82 del texto legal colombiano el que nos interesa examinar, porque expresa:

Es deber del Estado velar por la protección de la integridad del espacio público y por su destinación al uso común, el cual prevalece sobre el interés particular. Las entidades públicas participarán en la plusvalía que genere su acción urbanística y regularán la utilización del suelo y del espacio aéreo urbano en defensa del interés común.

Como en el esquema anterior, podemos observar que el texto constitucional contiene los principios rectores que marcan el camino respecto de la regulación que los gobiernos locales harán del suelo y del espacio urbano en general.
5. Conclusión.
Por lo que hemos analizado en los capítulos precedentes, nos parece importante incorporar en el texto de la reforma a diseñarse, un artículo que recepte los preceptos regentes que sirvan de base a la normativa que deberán adoptar los municipios y comunas en materia de la regulación del uso y destino del suelo urbano.
En nuestro caso, como expusimos precedentemente, implicaría complementar los presupuestos mínimos contenidos hoy, por el artículo 41 de la Constitución Nacional.
Con este fin, proponemos la siguiente redacción:

Artículo …:  La Provincia proveerá a la protección del derecho de sus ciudadanos a un ambiente sano, equilibrado y apto para el desarrollo humano, para lo cual  promoverá la utilización racional de los recursos naturales y del patrimonio natural y a la educación e información ambientales, regulando el uso del espacio urbano con arreglo al interés general para desanimar la especulación. La colectividad participará en las plusvalías que genere la acción urbanística de los entes públicos.

Confiamos que la incorporación de esta temática en la reforma que se avecina, contribuirá a la concientización, educación e información ambientales, establecidos como praxis a seguir por nuestra Carta Magna.
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� Constitución de la Provincia de Santa Fe, Artículo 25: “El Estado provincial promueve el desarrollo e integración económicos de las diferentes zonas de su territorio, en correlación con la economía nacional, y a este fin orienta la iniciativa económica privada y la estimula mediante una adecuada política tributaria y crediticia y la construcción de vías de comunicación, canales, plantas generadoras de energía y demás obras públicas que sean necesarias. Facilita, con igual propósito, la incorporación de capitales, equipos, materiales, asistencia tecnológica y asesoramiento administrativo y, en general, adopta cualquier medida que estime conveniente”.


� Constitución de la Provincia de Santa Fe, Artículo 28: “La Provincia promueve la racional explotación de la tierra por la colonización de las de su propiedad y de los predios no explotados o cuya explotación no se realice conforme a la función social de la propiedad y adquiera por compra o expropiación. Propende a la formación, desarrollo y estabilidad de la población rural por el estímulo y protección del trabajo del campo y de sus productos y el mejoramiento del nivel de vida de sus pobladores. Facilita la formulación y ejecución de planes de transformación agraria para convertir a arrendatarios y aparceros en propietarios y radicar a los productores que carezcan de la posibilidad de lograr por sí mismos el acceso a la propiedad de la tierra. Favorece mediante el asesoramiento y la provisión de los elementos necesarios el adelanto tecnológico de la actividad agropecuaria a fin de obtener una racional explotación del suelo y el incremento y diversificación de la producción. Estimula la industrialización y comercialización de sus productos por organismos cooperativos radicados en las zonas de producción que faciliten su acceso directo a los mercados de consumo, tanto internos como externos, y mediante una adecuada política de promoción, crediticia y tributaria, que aliente la actividad privada realizada con sentido de solidaridad social. Promueve la creación de entes cooperativos que, conjuntamente con otros organismos, al realizar el proceso industrial y comercial, defiendan el valor de la producción del agro de la disparidad de los precios agropecuarios y de los no agropecuarios. Protege el suelo de la degradación y erosión, conserva y restaura la capacidad productiva de las tierras y estimula el perfeccionamiento de las bases técnicas de su laboreo. Resguarda la flora y la fauna autóctonas y proyecta, ejecuta y fiscaliza planes orgánicos y racionales de forestación y reforestación”. 


� Constitución Nacional,  Artículo  41: “Todos los habitantes gozan del derecho a un ambiente sano, equilibrado, apto para el desarrollo humano y para que las actividades productivas satisfagan las necesidades presentes sin comprometer las de las generaciones futuras; y tienen el deber de preservarlo. El daño ambiental generará prioritariamente la obligación de recomponer, según lo establezca la ley. Las autoridades proveerán a la protección de este derecho, a la utilización racional de los recursos naturales, a la preservación del patrimonio natural y cultural y de la diversidad biológica, y a la información y educación ambientales. Corresponde a la Nación dictar las normas que contengan los presupuestos mínimos de protección, y a las provincias, las necesarias para complementarlas, sin que aquéllas alteren las jurisdicciones locales. Se prohíbe el ingreso al territorio nacional de residuos actual o potencialmente peligrosos, y de los radiactivos”. 


� PARADA, Ramón,  Derecho administrativo,  Tomo III – Bines Públicos. Derecho Urbanístico, Sexta Edición – Marcial Pons – Madrid, 1997, págs. 390 y ss. Conforme la legislación española, el contenido urbanístico de la propiedad inmobiliaria se integra mediante la adquisición sucesiva de siguiente  derechos: 1. Derecho a urbanizar, entendiéndose por tal a la facultad de dotar a un terreno de los servicios de infraestructura fijados en una plan o documentos que lo desarrollo; 2. Derecho a aprovechamiento urbanístico, que consiste en la atribución efectiva al propietario afectado por una actuación urbanística de los usos e intensidades susceptibles  de apropiación privada, o su equivalente económico, en los términos fijados en la legislación vigente; 3. Derecho a edificar, que consiste en la facultad de materializar el aprovechamiento urbanístico que le corresponde a su propiedad inmobiliaria; Derecho a la edificación que consiste en la facultad de incorporar al patrimonio la edificación ejecutada y concluida con sujeción a la licencia urbanística o permiso  de edificación otorgado conforme con al ordenamiento urbanístico  aplicable.  El ejercicio del  derecho a urbanizar se adquiere previo a la aprobación de un programa o plan. 


� El suelo es un recurso natural íntimamente asociado a la alimentación. Históricamente el hombre ha desarrollado conocimientos destinados al aprovechamiento de los suelos. La palabra suelo posee distintos significados según sea el contexto en que se la utilice, para los ingenieros, por ejemplo, el suelo es toda clase de material (suelto o consolidado) sobre el cual debe asentarse una obra; por otra parte, en el lenguaje cotidiano suelo es cualquier superficie sobre la que pisamos y apoyamos objetos. En términos agronómicos y geológicos, suelo es la capa más superficial del terreno, distinta de la roca desnuda.


� Los planes de desarrollo territorial regional o urbanos constituyen instrumentos de gran  valor a los efectos de la redistribución de la riqueza, toda vez que el cambio de condición del suelo, de rural a urbano o la modificación de los índices de edificabilidad que aumentan la capacidad constructiva, etc.,  modifican el valor de la propiedad inmobiliaria.


� La regulación sobre el uso del suelo, implica limitaciones y deberes que definen el contenido normal de la propiedad según su clasificación urbanística y que no confiere derechos indemnizatorios a los titulares de la propiedad inmobiliaria,  salvo en los supuestos que la legislación lo determine.  


� En este sentido Fernández Rodríguez, citado por Ramón Parada, ob.cit. pág. 377, señala que “el propietario del suelo urbano obtiene por el sólo hecho de serlo, sin añadir actividad ni soportar riesgo alguno, un beneficio importantísimo consistente en el aumento de valor que el suelo experimenta al incorporarse a la ciudad a consecuencia de las decisiones que sobre el futuro de ésta adopta la comunidad que la habita. Ese aumento de valor, no ganado realmente por el propietario del suelo, que nada ha hecho por obtenerlo y que, en rigor, se debe única y exclusivamente a la comunidad, debe volver a ésta en estricta justicia. Pues, asegurar el retorno a la comunidad de los aumentos de valor que ella misma genera es, en realidad, lo que se pretende cuando se habla de nacionalización del suelo, y eso es algo que puede lograrse por vías muy diferentes que nada tienen que ver con la grosera imagen de la confiscación pura y simple del suelo, como interesadamente quieren hacer creer los defensores de la especulación, de la destrucción del paisaje, de la liquidación del patrimonio monumental y cultural que la ciudad, como obra humana, incorpora”. 


� La regulación de los derechos constitucionales, entre ellos, el de propiedad, describe una facultad de esencia legislativa que implica la posibilidad de reglamentar y por ende limitar derechos (confr. Dicts.159:600 y 132/93 de la Procuración del Tesoro de la Nación), individualizada como  el poder de policía del Estado realizador del interés público el que, como consecuencia de esa finalidad,  puede limitar los derechos de los habitantes dentro, claro está, de un margen restrictivo razonable que no importe desnaturalizarlos o alterarlos en su espíritu y sustancia. El poder de policía entendido genéricamente -en su acepción más evolucionada- es "...la potestad jurídica en virtud de la cual el Estado, con el fin de asegurar la libertad, la convivencia armónica, la seguridad, la moralidad, la salud y el bienestar de la población, impone por medio de la ley limitaciones razonables al ejercicio de los derechos individuales, a los que no puede alterar" (confr. Frías, Pedro y Otros", citados en el Dictamen de la Procuración del Tesoro de la Nación Nº 21/94, del 3/2/94, publicado "in extenso" en Rev. Impuestos 1995, T.LIII A, págs. 308 y ss.).


� Constitución de la Provincia de Santa Fe, Art.15: La propiedad privada es inviolable y solamente puede ser limitada con el fin que cumpla una función social. El Estado puede expropiar bienes, previa indemnización, por motivos de interés general calificado por ley. La iniciativa económica de los individuos es libre. Sin embargo, no puede desarrollarse en pugna con la utilidad social o con mengua de la seguridad, libertad o dignidad humana. En este sentido, la ley puede limitarla, con medidas que encuadren en la potestad del gobierno local. Ninguna prestación patrimonial puede ser impuesta sino conforme a la ley. Art. 16: El individuo tiene deberes hacia la comunidad. En el ejercicio de sus derechos y en el disfrute de sus libertades puede quedar sometido a las limitaciones, establecidas por la ley exclusivamente, necesarias para asegurar el respeto de los derechos y libertades ajenas y satisfacer las justas exigencias de la moral y el orden público y del bienestar general. Art. 28. La Provincia promueve la racional explotación de la tierra por la colonización de las de su propiedad y de los predios no explotados o cuya explotación no se realice conforme a la función social de la propiedad y adquiera por compra o expropiación. Propende a la formación, desarrollo y estabilidad de la población rural por el estímulo y protección del trabajo del campo y de sus productos y el mejoramiento del nivel de vida de sus pobladores. Facilita la formulación y ejecución de planes de transformación agraria para convertir a arrendatarios y aparceros en propietarios y radicar a los productores que carezcan de la posibilidad de lograr por sí mismos el acceso a la propiedad de la tierra. Favorece mediante el asesoramiento y la provisión de los elementos necesarios el adelanto tecnológico de la actividad agropecuaria a fin de obtener una racional explotación del suelo y el incremento y diversificación de la producción. Estimula la industrialización y comercialización de sus productos por organismos cooperativos radicados en las zonas de producción que faciliten su acceso directo a los mercados de consumo, tanto internos como externos, y mediante una adecuada política de promoción, crediticia y tributaria, que aliente la actividad privada realizada con sentido de solidaridad social. Promueve la creación de entes cooperativos que, conjuntamente con otros organismos, al realizar el proceso industrial y comercial, defiendan el valor de la producción del agro de la disparidad de los precios agropecuarios y de los no agropecuarios. Protege el suelo de la degradación y erosión, conserva y restaura la capacidad productiva de las tierras y estimula el perfeccionamiento de las bases técnicas de su laboreo. Resguarda la flora y la fauna autóctonas y proyecta, ejecuta y fiscaliza planes orgánicos y racionales de forestación y reforestación. 


� Para consultar la normativa provincial: � HYPERLINK "http://www.santafe.gov.ar" ��www.santafe.gov.ar� , link “Normas Provinciales” o ver Boletín de la Provincia de Santa Fe, del 11 de abril de 2000.








